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    Presentación


    Un proverbio aimara dice: «Qhip nayr uñtasis sarnaqapxañani» o, traducido al español, «Hay que mirar el futuro, viviendo el presente; pero sin olvidar el pasado». Posiblemente esta forma de pensar y de actuar de los pueblos uru, aimara y quechua, a lo largo de más de quinientos años de colonialismo externo e interno, les haya permitido enfrentarse de una mejor manera a las distintas formas de opresión y dominación impuestas en la región andina boliviana.


    Seleccionar las investigaciones de los autores en esta compilación no fue sencillo, pues en los últimos años hay un saludable incremento de trabajos de investigación desde y sobre los pueblos indígenas mencionados. Los cuatro escogidos hacen énfasis en lo político colonial, porque es la gran batalla que se libra hoy en Bolivia y tal vez la más difícil de desmoronar en la larga lucha anticolonial que aún se libra por los pueblos urus, aimaras y quechuas.


    El libro se inicia con el trabajo de Roberto Choque Canqui, quien nos da una aproximación general al pasado del pueblo aimara y quechua. Resalta la «prehistoria», la relación con los incas, el proceso de colonización y resistencia hasta la época contemporánea.


    El trabajo de Esteban Ticona Alejo, sobre el thakhi o «el camino», o la «otra democracia» de los ayllus y comunidades, nos aproxima al «servicio», al «prestigio», la «amplia participación», a partir de la rotación de cargos, como los ejes centrales de las civilizaciones andinas. En «El racismo intelectual en el Pachakuti», se rastrean las primeras connotaciones de Evo Morales, como presidente electo de Bolivia, en la «intelectualidad boliviana» estremecida y estupefacta.


    En esta vena de reflexión política se encuentra el trabajo de Silvia Rivera Cusicanqui sobre la larga experiencia anticolonial del movimiento de Tupaj Katari (Julián Apaza) y Bartolina Sisa en 1780, retomada por el movimiento antisistémico katarista e indianista de los años setenta y ochenta y la presencia de Evo Morales como el primer presidente indígena de Bolivia, como uno de los logros más importantes en este inicio del Pachakuti, o trastrocamiento colonial, que vive Bolivia.


    Finalmente se incluye la singular reflexión de Faustino Reinaga, escrita hace casi treinta años, pero absolutamente vigente para el presente. Reinaga cuestiona la razón-dios en el pensamiento oc­cidental, es decir, ese «tiempo rec­tilíneo» por el que hay que andar y que, según el propio amawta, sólo ha generado muertes y muertes atroces en la humanidad, como el uso de la bomba atómica en Hiroshima y Nagasaki en 1945. Frente a esta realidad hegemónica occidental capitalista (y socialista), Reinaga nos invita a apostar por el «pensamiento amáutico» que es la concepción cósmica de la vida de los pueblos indígenas, donde el ser humano es parte de la naturaleza. Esta filosofía de vida hoy se ha traducido como «El Vivir bien» y que proviene de categorías y experiencias como el Kawsay, Qamaña o Ñande Reko, vigentes en los pueblos quechua, aimara y guaraní, respectivamente.


    


    Esteban Ticona Alejo


    Chuqiyapu marka, La Paz,


    Lapaka phaxsi (tiempo seco)


    o noviembre de 2009

  


  
    Capítulo I


    La historia aimara


    Roberto Choque Canqui


    «Prehistoria» andina


    


    La Prehistoria andina es estudiada generalmente por los arqueólogos. De modo que la ciencia arqueológica estudia especialmente las culturas que no han dejado algún tipo de escritura o nemotecnia (kipu), sino restos de materias utilizadas por el hombre. Los restos materiales generalmente se refieren a las piezas líticas, cerámicas, metalúrgicas, construcciones (de centros ceremoniales, viviendas, acueductos, caminos, etc.), pinturas rupestres, tejidos, etc. Estos restos, sin duda, son estudiados con métodos científicos. Así, el carbono-catorce es empleado como método de datación de la antigüedad de las piezas arqueológicas.


    Las culturas andinas (Chavin, Paracas, Mochicas, Nazca, Tiwanaku y Chimú) han desarrollado una variedad de manifestaciones materiales y espirituales. Algunas de ellas se conservan hasta nuestros días y las otras están por ser rescatadas a través de la investigación. Según José Huidobro, en su obra Medicina del hombre andino sostiene que «entre las principales manifestaciones culturales logradas por el hombre andino prehispánico», están las siguientes: superestructura, astronomía hidráulica, arquitectura, vialidad, alfarería, medicina, lítica y estatuaria, textilería, metalurgia, etc. (Huidobro, 1986, p. 18). En esas manifestaciones podemos evidenciar perfectamente los grandes logros tecnológicos alcanzados por el hombre andino. Especialmente las construcciones con materiales líticos nos muestran claramente el desarrollo tecnológico en el tratamiento de la piedra. La técnica del esculpido de las piedras con motivos astronómicos y religiosos evidencia, además, las concepciones ideológicas a través de los trabajos escultóricos, como puede ser el esculpido de divinidades con figuras antropomórficas (en el caso de Tiwanaku).


    Además, el material lítico, desde el primer momento de su utilización, ha servido al hombre andino para fabricar sus herramientas de labranza, armas y otros usos domésticos. Igualmente es ponderable la técnica del procesamiento de la arcilla para la confección de diferentes tipos de piezas cerámicas y la pintura realizada en ellas que, por su estilo y policromía, sirve para identificar las piezas con la cultura a la que pertenecen. La tecnología del uso del agua y de la construcción de andenes ha permitido al hombre andino desarrollar una agricultura avanzada como para producir suficiente cantidad de alimentos. La metalurgia también ha alcanzado un desarrollo tecnológico mediante la fundición de metales como el oro, la plata y el cobre. El otro gran aporte del hombre andino es la textilería, que ha causado la mayor admiración entre los extraños y los estudiosos.


    


    


    Historia preincaica


    


    En el territorio que fue poblado por los aimaras, existieron algunas culturas anteriores a Tiwanaku y a los aimaras. Entre las primeras (la más antigua) tenemos a la cultura Viscachani (ubicada en el departamento de La Paz): es un asentamiento precerámico con una antigüedad de unos 10.000 a 30.000 años. Luego, surgieron las culturas Wankarani y Chiripa. Después de ellas surgió la cultura Tiwanaku, la más importante entre las culturas andinas.


    Las culturas Wankarani y Chiripa han desarrollado una serie de valores culturales pretiwanacotas. La cultura Wankarani (1210 a.C.-270 d.C.) estuvo asentada al norte y noroeste del lago Poopó, desarrolló el tallado de piedras (cabezas de camélidos), la alfarería (jarras), la metalurgia, etc. La cultura Chiripa (1380 a.C.-22 d.C.), ubicada a orillas del Titicaca, al norte de la punta de Taraqu del departamento de La Paz, se caracteriza por la construcción de casas de planta rectangular, los trabajos de cerámica (sopladores adheridos de cabezas modeladas) y la fundición del cobre.


    Tiwanaku fue una de las culturas más significativas del altiplano en el sur andino y su influencia fue notable en la cultura Wari que se desarrolló en la sierra central andina (hoy departamento de Ayacucho del Perú). La cultura Tiwanaku (1580 a.C.-1172 d.C.), según Carlos Ponce Sanginés (1980), tuvo tres estadios de desarrollo: el aldeano, el urbano y el imperial. Durante el estadio aldeano, Tiwanaku se caracterizó por una economía basada en la agricultura, donde destacó el cultivo de la papa, la quinua y la oca. También sobresale por su cerámica con la predominancia de los bordes de bisel, asas pequeñas en forma horizontal, presencia de grecas, etc., y los colores predominantes son el crema, rojo y blanco sobre fondo semiamarillento con ligero engobe (Huidobro, 1986, p. 32). Durante el estadio urbano, desarrolló la arquitectura con la construcción de edificios de centros ceremoniales y de viviendas. En este periodo aparece la diferenciación de categorías sociales con el predominio del poder de la elite sacerdotal. Los sacerdotes, además de poseer el poder político-religioso, se dedicaron indudablemente al estudio de la astronomía. La cerámica se distinguió por la fabricación de sahumerios y keros cuyas características fueron los bordes festoneados y las cabezas de felinos moldeadas.


    Y por último, en el estadio imperial de la cultura Tiwanaku fue la fase expansiva territorial por el mundo andino. A la postre, Tiwanaku abarcó un inmenso territorio que se expandió hacia la sierra y costa central del actual Perú, a la costa norte de Chile, al norte argentino, y por otro costado, al valle mesotermo.


    Los aimaras aparecen después de la decadencia de Tiwanaku imperial y no se sabe exactamente sobre su origen anterior a ella. Según algunos cronistas españoles y documentos del siglo XVI, los aimaras vinieron del sur (Coquimbo y Copiapó) a poblar el actual espacio aimara, comprendido desde Quillacas hasta Lupaqa-Chukuytu y Hatun Colla. Lo que quiere decir que esta cultura se desplazó desde el sur hacia el norte destruyendo pueblos existentes, avanzando después hasta Cusco y Wari. Este desplazamiento habría ocasionado la destrucción de Tiwanaku y Wari. Desde la perspectiva lingüística, esa afirmación confirmaría que los tiwanacotas eran hablantes del idioma pukina y no del aimara. Evidentemente, hasta finales del siglo XVI, en la zona comprendida por el lago Titicaca y el norte de La Paz, aún se hablaba pukina (Gisbert-Arze-Cajias, 1987, p. 136).


    De esa época existen algunas construcciones atribuidas a los aimaras, conocidas como chullpa utas (casa-chullpas). Algunas de ellas son mausoleos y otras se presentan como fortalezas y mausoleos (tumbas). Hacia el siglo XVIII los aimaras aparecen ya organizados en diferentes estados regionales o señoríos, los mismos que algunos investigadores rotulan como «reinos». Evidentemente, los aimaras habían llegado a una evolución política con la organización de estados regionales. Para comprender esa evolución política aimara, se pueden establecer cuatro categorías de autoridades políticas, que son:


    


    qhapaq (jefe político de un Estado);


    apu mallku (jefe político de una provincia o estado regional);


    mallku (jefe político de una marka);


    jilaqata (jefe de un ayllu-jatha).


    


    Los referidos jefes políticos aimaras, a excepción del qhapaq, poco antes de la conquista incaica, estuvieron en su plena acción. Los principales estados regionales existentes antes de la expansión incaica a la zona aimara fueron los siguientes: Lupaqa, Pakaxa, Karanka, Confederación Charka y otros menores dependientes de los grandes. Desde luego, la organización social aimara estaba asentada en base al ayllu y a la marka.


    Los jefes políticos aimaras, especialmente los de la categoría apu mallku, tuvieron que pelear por el espacio que trataban de dominar. Otros trataban de controlar varios señoríos locales, como los mallkus de Chukuytu y el apu guarachi de Pacaxa. En este caso, según Joseph Fernández Guarachi, el apu guarachi era el señor absoluto de «las provincias independientes» comprendidas desde el río Desaguadero hasta los contornos de Potosí y Chuquisaca. Esto quiere decir que hasta antes de los grandes incas, los aimaras sin duda estuvieron en plena lucha política, aunque esto no hay que considerarlo exageradamente como una guerra de vida y muerte. Las afirmaciones de los cronistas al respecto deben ubicarse en la realidad histórica de ese momento.


    En cuanto a la organización sociopolítica, podemos afirmar que el ayllu y la marka son sistemas de organización básica y de estructuración de la sociedad aimara. Además, la concepción del espacio socioeconómico estaba orientada hacia el aprovechamiento de diferentes espacios y pisos ecológicos. El espacio aimara estaba constituido por dos parcialidades duales de complementariedad: urqusuyu y umasuyu. La parcialidad urqusuyu es el espacio simbolizado por el varón, corresponde a la parte serrana, donde las condiciones climáticas no permiten el desarrollo agrícola, sino el ganadero (camélidos) y donde están localizadas las divinidades tutelares, a saber: los Achachilas o Apus. La parte umasuyu, simbolizada por la mujer, es el espacio donde se puede desarrollar la agricultura y donde la divinidad Pachamama es la máxima expresión ideológica de la reproductividad vital para el hombre andino. El espacio aimara, concebido así, no solamente es el espacio geográfico-ecológico, sino también el espacio en el que las divinidades Apu o Achachila y Pachamama se complementan como si fueran seres humanos: marido y mujer (chacha-warmi), para seguir reproduciéndose en interacción con espacio físico. Seguramente por eso los altos jefes políticos aimaras llevaban el término apu, divino, como complemento al de mallku, político.


    


    


    Época incaica


    


    Manku Qhapaq, el primer inca, según Garcilaso de la Vega, era oriundo de Tiwanaku. Con otros tres hombres fue a Pakaritanwu (lugar de origen), donde aparecieron como señores enviados del Sol. Para Waman Puma, un señor


    


    que había de salir de Pacaritambo un Cápac Apo Inga rey llamado Mango Cápac Inga hijo del sol y de su mujer la luna y hermano el lucaero, su Dios había de ser Uanacurí, que este rey había de mandar sobre la tierra y había de ser Cápac Apo Inga como ellos, que así lo declaraban y mandaban las dichas guacavilcas que son los demonios del Cusco» (1980, p. 106).


    


    De modo que los términos apu e inca, que menciona Waman, son importantes para establecer el significado de cada uno de ellos, porque han sido empleados con criterios político-religiosos. Es decir, la categorización de las autoridades político-divinas corresponde a los cambios políticos e ideológico-religiosos en el mundo andino. Así qhapaq es el título máximo de una autoridad superior en un estado aimara; apu (achachila) es la categoría divina que corresponde a la significación de las divinidades tutelares personificadas por los cerros o cordilleras, e inca es el término que connota la categoría superior de una autoridad en un Estado como es el Tawantinsuyu, cuya correspondencia ideológico-religiosa está relacionada con la divinidad del Sol (Inti). El primer inca, Manku Qhapaq, en este caso representaría el avance aimara para establecer un poder político-religioso en el Cusco. Resulta, además, según los estudios lingüísticos, que el Cusco quedaba dentro del habla aimara, pero no creemos que Manku Qhapaq haya sido un jefe pukina.


    Cuando los aimaras ya habían consolidado su vida por la organización en señoríos o estados regionales, como ser los Lupaqa, Pakaxa, Qulla, Karanka y la Confederación de los Charka, la expansión inca estaba en su fase local, su dominio llegaba solamente hasta la zona alrededor del Cusco. Sin embargo, según Garcilaso de la Vega, a partir del cuarto inca, Mayta Qhapaq, empezó la conquista de los aimaras. Pero esta conquista inicial no duró mucho tiempo, ya que después de todas las conquistas logradas por la fuerza, una vez que los incas habían retornado al Cusco, los pueblos sometidos volvían a su situación independiente. Es decir, los inca que sometieron por la fuerza a los aimaras no pudieron gobernarlos y sólo más tarde, con el traslado de una panaca incaica a Copacabana (Qupaqhawana), lograron consolidar su conquista, especialmente con los incas Tupac Yupanqui y Wayna Qhapaq. Chalku Yupanqui fue nombrado por Wayna Qhapaq como gobernador del Qullasuyu poco antes de la llegada de los españoles. De todos modos, la conquista inca comenzó con el inca Pachakuti (Inka Yupanqui).


    Durante el gobierno de Pachakuti, en el sur del Cusco estaba la provincia llamada Qullasuyu o Qullaw, «tierra muy poblada», en la que gobernaba un cinche llamado Chuchi Qhapaq o Qulla Qhapaq, éste creció en autoridad y riqueza con las «naciones» del Qullasuyu. Los qulla le respetaban, «por lo cual se hacía llamar inca qhapaq». Como consecuencia de esto, Pachakuti determinó conquistar diplomáticamente al referido qhapaq y a todas las provincias del Qullaw. Poco después, y luego de tomar preso a Chuchi Qhapaq y a sus caudillos, Pachakuti fue a Jatun Qulla, donde estaba la «silla y morada» del mencionado qhapaq y allí los demás «le venieron a obedecer» trayendo muchos presentes consistentes en oro, plata, ropas y otras cosas de valor (Ibarra, 1978, pp. 242-243). Después, su hijo Tupac Yupanki sometió definitivamente a los aimaras, tanto qulla como no qulla. Los charka, karakara, kuy y chicha, una vez sometidos por el inca, fueron reclutados como soldados del inca Yupanki, Tupac Inka Yupanki, Wayna Qhapaq y Waskar, para la conquista de los «chachapoyas, cayambis, cañares, quitos y quillayc incas, que son los de Guayaquil y Popayán» (Espinoza, 1969, p. 24).


    Wayna Qhapaq, seguramente con el criterio de establecer una estrategia militar en Cochabamba, repartió tierras a varios grupos aimaras, como son: sura, killaka, karanka y qulla, empujando a los originarios de Sipi Sipi, Quta y Kuy, hacia Puquna y Miski «para cuidar la frontera contra los chiriguanos» (Wachtel, 1981, p. 23), Wayna Qhapaq, además de estar en Cochabamba, estuvo en Copacabana y en los valles de Larecaja. En Copacabana los incas habían concentrado alrededor de 42 grupos étnicos o naciones en calidad de mitimaes (Ramos Gavilán, 1976). De todas maneras, la mayor parte de las comunidades aimaras del altiplano tenían acceso a diferentes pisos ecológicos, especialmente para la siembra del maíz. Así, los lupaqa y pakaxa tenían tierras en los valles de Larikaja y Sikasika, y también en la costa.


    La conquista en el mundo aimara


    


    La conquista española en el mundo aimara se produjo poco después de la toma del Cusco. Una vez que establecieron los españoles su sede en la capital incaica, fue enviada a la zona aledaña al lago Titicaca una comisión de reconocimiento formada por dos españoles. El informe de esa comisión aún no lo conocemos, pero sobre ello nos da referencias el cronista Pedro Pizarro.


    Algunos pueblos de la provincia de Pakaxa (Qallapa, Qaqayawiri y Machaqa) fueron informados sobre la llegada de los españoles a la ciudad del Cusco a través del mallku Tikaqala de Qaqinkura, quien precisamente estuvo en el Cusco cuando se produjo la invasión hispana. Pero los mallku de Qallapa, Qaqayawiri y Machaqa trataron de evitar la posición derrotista del referido mallku de Qaqinkura de no presentar resistencia alguna a los españoles, porque estaban bien armados. Decidieron dar muerte y exterminar a los miembros de su familia.


    Desde luego, la conquista española era un hecho, por razones estratégicas militares y políticas que favorecían a los conquistadores en contraposición a la desorientada reacción indígena. En el río Desaguadero lograron someter a los lupaqa y pakaxa, los mismos que se resistieron hasta las últimas consecuencias. Igualmente, los otros pueblos aimaras presentaron resistencia a la invasión española y dieron su apoyo a la lucha bélica, declarada por Manku Inka a los españoles. Claro está que esta lucha de resistencia, al poco tiempo, fue doblegada por los españoles gracias a la ayuda de indios amigos. Sin embargo, la resistencia a la invasión hispana fuera de la zona aimara duró unos cuarenta años. En 1535, Diego Almagro y su hueste hispana, auxiliados por millares de indios, pasaron por las poblaciones aimaras del Qullasuyu con dirección a Chile. En esta expedición estuvo como guía el último gobernador del Qullasuyu, Chalco Yupanki de Copacabana, quien ordenó a los indios, especialmente a los charka, chicha y otros, prestar obediencia y preparar «camaricos», es decir posada, «por donde pasaba» el referido Almagro.


    Posteriormente, en 1538, Francisco Pizarro, después de la batalla de Salinas determinó salir del Cusco para ir a la provincia del Qullaw y visitar aquellas tierras, pero al llegar a Chukuytu recibió una carta de Hernando Pizarro desde el Cusco informándole sobre una conspiración de Almagro. Luego de la ejecución de éste, Hernando y Gonzalo Pizarro encabezaron una considerable fuerza expedicionaria hasta Chukuytu y el río Desaguadero para destruir a los ejércitos rebeldes incaicos y a los lupaqa que se habían declarado en contra de los invasores (Crespo, 1972, p. 20 y Hemming, 1982, pp. 284-285). De todos modos, la resistencia aimara duró poco y los españoles impusieron su fuerza para someterlos bajo su dominio.


    Época colonial


    Los primeros pasos del coloniaje empezaron con el reparto de indios a los conquistadores, a través del sistema de la encomienda. Los encomenderos agraciados con el reparto de indios, obligaron a éstos a contribuir con tributos y fuerzas de trabajo. Por otra parte, las instituciones indígenas, como la sucesión de los mallku y la mit’a, fueron puestas al servicio de los intereses de la Corona de España. De esa manera, la mit’a y el sistema de la sucesión de los mallku o kuraka fueron reimplementados, para sentar las bases de dominación y explotación de las masas indígenas. En este sentido, las poblaciones aimaras del altiplano andino fueron sometidas especialmente a la contribución de tributos y al servicio periódico de la mit’a minera de Potosí.


    Otro aspecto de la conquista ha sido la evangelización, la cual fue para los aimaras una forma de dominación y sometimiento espiritual e ideológico-religioso. Desde entonces, las prácticas de la religión cristiana han sido puestas en primer lugar, mientras que toda forma de religión andina o indígena pasó a la clandestinidad. Sin embargo, poco a poco esta religión se introdujo en las formas ceremoniales católicas. Para llevar a cabo la obra evangélica, se construyeron recintos católicos en cada repartimiento, los mismos que posteriormente han sido reemplazados con la construcción de templos permanentes. En la actualidad, esos templos constituyen monumentos eclesiásticos por su importancia arquitectónica y escultórica. Asimismo, son valoradas las pinturas que se conservan en ellos, las que muchas veces han sido objeto de saqueos por parte de ladrones. Algunas veces, los propios caciques fueron encargados de la construcción de templos en su comunidad, como en el caso de los guarachi en Jesús de Machaqa (Choque, 2003, pp. 125-164).


    En Tiwanaku, el material lítico de las ruinas arqueológicas sirvió para la construcción de toda la estructura arquitectónica del templo. Las zonas aimaras de mayor referencia de evangelización están representadas por Copacabana y Juli. En Copacabana, como se sabe, antes de la llegada de los españoles, estaba asentado el centro religioso ceremonial incaico dedicado al Sol y a la Luna, por este motivo, indudablemente, los religiosos españoles dieron mayor importancia a este lugar, por una parte, para conocer todo lo que había allí en materia de creencias religiosas prehispánicas y, por otra, para establecer un santuario católico donde desarrollar mejor la enseñanza y las ceremonias religiosas cristianas. Los religiosos que trabajaban en Copacabana dedicaron todos sus esfuerzos a la evangelización de los aimaras y quechuas del lugar y de otros que vivían en los pueblos cercanos al lago Titicaca.


    Según nos cuenta Ramos Gavilán, uno de los misioneros en Copacabana escribió un cuerpo de 32 libros en dos idiomas andinos: aimara y quechua. Se consideró a estas obras como necesarias «para la buena instrucción y enseñanza de los indios» (Ramos, 1976, p. 81). En Juli, Ludovico Bertonio, junto a otros, fue la figura principal de la obra misionera, por haber dedicado todo su esfuerzo a la evangelización de los aimaras. Para ilustrar mejor esa obra, escribió su Vocabulario de la lengua aimara, manifestando: «El principal intento que tuve es sacar a la luz este vocabulario de la lengua aimara [...] para quitar [a los indios] de sus entendimientos las tinieblas de la ignorancia en las cosas de su salvación, y enseñarles los misterios de nuestra cathólica religión» (Bertonio, 1984). Es cierto que su trabajo de evangelización no fue en vano, pero tampoco dio «tan pronto el fruto» deseado, porque los indios continuaban con la fuerza de sus creencias andinas (Isla, 1986).


    La reducción de indios aimaras fue ejecutada por el virrey Toledo para consolidar el sistema colonial. Esta reducción consistió en el nucleamiento de poblaciones dispersas en repartimientos. En cada repartimiento se estableció la caja de la comunidad, un hospital u hospedaje y la construcción de una iglesia o templo. Desde luego, la reducción de indios tenía el objetivo de facilitar el cobro de tributos, el reclutamiento de mitayos, con destino a las minas de Potosí, y la evangelización. Como no podría ser de otra manera, la reducción de indios no solamente ocasionó la distorsión de la organización de los ayllus, sino también precipitó la desaparición de algunos de ellos. Por otra parte, la reducción afectó a las comunidades aimaras del altiplano al ser desvinculadas de las tierras y de la gente que habitaban en los valles de Larikaja y Sikasika y en la costa del Pacífico. Sin embargo, muchas de ellas lograron defenderse.


    Los conquistadores españoles, para sentar las bases de su dominación sobre las poblaciones indígenas, tuvieron que valerse de las mismas instituciones existentes, utilizándolas en beneficio de sus intereses políticos y de la Corona de España. Desde entonces, la institución del mallkukazgo, sucesión del gobierno de los mallku en una marka aimara, fue utilizada por el virrey Toledo como base para instituir el cacicazgo colonial.


    En ese sentido, algunos mallku, convertidos en caciques, intentaban ampliar su poder político fuera de su jurisdicción, delimitada por las autoridades españolas y otros, y reclamaban el poder que tenían antes de la llegada de los españoles. Bartolomé Khari trató de ampliar su poder en Chukuytu, pretensión que no agradó a la autoridad española, la cual, para quitar el cargo de cacique al referido mallku, prefirió nombrar a otro indio particular como cacique interino.


    Pero la gente no aceptó este cambio, respondiendo con la desobediencia al cacique recién nombrado, porque estaban acostumbrados a «respetar y temer» a un mallku (Saignes y Loza, 1984). Mientras tanto, los mallku de la Confederación de Charcas reclamaban el poder que tenían antes de la conquista española, manifestando que «nos han quitado totalmente el señorío que teníamos sobre nuestros súbditos y vasallos» (Espinoza Soriano, 1969, p. 16). Sin duda, los caciques eran empleados de la Corona española, para coadyuvar en el cobro de tributos, el reclutamiento de mitayos y el control de la población indígena sometida a la dominación de las autoridades españolas.


    La mit’a fue otra de las instituciones andinas que ha sido empleada para regular la fuerza de trabajo en el Estado inca o Tawantinsuyu. El virrey Toledo la restableció para proveer la fuerza de trabajo periódico a las minas de Potosí. El sistema de la mit’a estaba destinado a movilizar contingentes de mitayos correspondientes a la séptima parte de la población originaria de 16 provincias ubicadas en el altiplano. Para concretar esa movilización, se necesitaba el concurso de personas responsables, tanto indígenas como españolas (autoridades).


    En primer lugar, se tuvo que nombrar dos tipos de capitanes para la mit’a: un capitán general de la provincia y un capitán enterador o chico del pueblo o repartimiento. Estos capitanes, por ser indígenas, tuvieron muchos problemas para cumplir con su obligación, puesto que en su provincia o pueblo, tan pronto empezó a funcionar la mit’a colonial, la gente originaria comenzó a despoblar sus ayllus. Incluso algunos ayllus de varios repartimientos se quedaron sin el indio originario. De modo que, sin saber cómo solucionar el ausentismo de indios, algunos capitanes tuvieron que huir de la Villa de Potosí o de su comunidad y, como consecuencia de ello, los otros se tuvieron que encargar de dos o tres repartimientos.


    Mientras los caciques responsables del reclutamiento de mitayos estaban siendo acusados por la disminución de indios originarios, los capitanes de la mit’a más astutos y más ricos podían so-lucionar el problema del ausentismo de mitayos con su dinero; caso contrario les esperaba la cárcel y el embargo de sus bienes. Así, los caciques guarachi de Jesús de Machaqa (cuando estaban en función de capitanes de la mit’a) generalmente se quejaban por haber gastado mucho dinero por la falta de mitayos y el rezago de tributos, mientras que otros caciques no podían pagar por ellos (Choque, 2003, pp. 179-203). Por ejemplo, los de Tiwanaku, a quienes, por no contar con suficiente dinero o haciendas, no les quedó otra cosa que ir a la cárcel.


    Para los tributarios originarios la situación era mucho más crítica y compleja. Por una parte, los tributarios originarios aimaras estaban obligados a pagar sus tributos (en pesos y especies) y, por otra, de acuerdo al turno que les tocaba, estaban obligados a prestar el servicio en la mit’a en la Villa de Potosí. La mit’a también fue empleada para proveer de mano de obra a los Obrajes de la ciudad de La Paz y para otras minas menores. De esa manera, tanto la contribución de tributos como el servicio de la mit’a afectó enormemente a las poblaciones aimaras, ocasionando la despoblación de ayllus con el abandono paulatino de originarios para convertirse en yanaconas en las haciendas de los españoles.


    Por otro lado, los ayllus estaban afectados por la aparición del sistema de haciendas (estancias y chacras), especialmente en las proximidades del lago Titicaca y en los valles de Larikaja y Sikasika. La composición de tierras, practicada repetidas veces por los visitadores, afectaba a los ayllus, especialmente a los de menor población originaria, porque los encargados de la visita remedían las tierras y sacaban el excedente de ellas. Las tierras eran rematadas y pasaban generalmente a manos de los españoles o criollos, siendo los más favorecidos los curas. Pero, algunas comunidades económicamente fuertes o con un cacique rico, lograron comprar sus propias tierras de los rematadores y evitar la enajenación de las mismas. De esta manera, lograron mantener su comunidad e impedir la penetración de la hacienda.


    Los aimaras, al igual que otros pueblos andinos, desde el primer momento de la conquista española, para cumplir su contribución de tributos, tuvieron que entrar en el mercado para conseguir dinero. Especialmente los caciques, aprovechando las coyunturas del comercio interno, se dedicaron a las actividades comerciales, generalmente con el negocio de vino y de coca. Algunos caciques aimaras viajaron a los valles de Arequipa y Moquegua para adquirir vino y llevarlo para vender en las ciudades de La Paz y de Potosí. Entre los caciques aimaras que participaron en el comercio interno del sur andino podemos mencionar a los siguientes: Diego de Chambilla, de Pomata; Gabriel Fernández Guarachi, de Jesús de Machaca; Pedro Chipana, de Calamarca (Qalamarka) y Diego Chambilla en la Villa de Potosí. Este último, entre 1622 y 1624, comercializó ciertas cantidades de ají de Sama y algo de vino de Locumba. Para la transacción de estos artículos, Chambilla tenía gente de confianza en la misma Villa Imperial, además de su hijo. Él prefería vender el ají antes que el vino, porque éste tenía un precio alto en Potosí (Murra, 1978). Por su parte, Gabriel Fernández Guarachi, capitán general de la mit’a de la provincia pacaxa, también realizó en más de diez oportunidades, entre 1620 y 1673, el comercio de vino de Arequipa y de los productos de sus haciendas. Posteriormente, Pedro Chipana, cacique del pueblo de Qalamarca, aparece hacia 1680 comercializando el vino de Moquegua a razón de 670 a 2.000 botijas de vino (Choque Canqui, 1987). Los demás caciques y tributarios aimaras también estaban involucrados en el comercio de algunos productos en pequeñas cantidades, así de coca, ch’uñu (chuño) y maíz.


    Para el gobierno de los indios, los españoles implantaron el régimen de corregimientos. Cada provincia estaba gobernada por un corregidor de indios. En un primer momento, los corregidores tenían su sueldo, pero posteriormente el cargo de corregidor se vendía y, por consiguiente, los españoles que querían optar por este cargo debían comprarlo por una elevada suma de dinero. Desde entonces, los corregidores, para compensar el dinero invertido por la compra del cargo, recurrieron al reparto de mercancía entre los indios tributarios. El reparto de mercancías no solamente afectó a los indios contribuyentes, sino también a los caciques y aun a los comerciantes. Generalmente, los artículos que se repartían no les servían a los indios.


    Además de que los precios eran muy altos. Pronto sus efectos negativos obligaron a los indios a reaccionar contra los corregidores. En 1722, la cacica de Waqi y los indios de Jesús de Machaca asesinaron al corregidor de la provincia pacaxa, precisamente por causa de sus repartos de mercancías. Las subversiones contra los repartos en la provincia pacaxa se extendieron a la de Sikasika, incluyendo los Yungas. Más tarde, entre 1779 y 1781, se produjeron las grandes sublevaciones: primeramente las rebeliones encabezadas por los hermanos katari en las jurisdicciones de Potosí y de la Plata. Luego estalló en Tinta la gran sublevación de Tupac Amaru II contra el corregidor Arriaga, después de otras sublevaciones que tuvieron lugar en Oruro y La Paz y que fueron dirigidas por los tupa-amaristas y por Tupac Katari.


    Después de las rebeliones indígenas de 1780-1781, los aimaras de diferentes repartimientos continuaron con el pago de sus tributos y con el servicio de la mit’a minera. Es cierto que los repartos de mercancías fueron prohibidos en 1783 y que, además, el régimen de corregimientos fue reemplazado por el de intendencias. Sin embargo, los repartos de algunas mercancías continuaban con los intendentes. Por ejemplo, en 1794, el intendente Pablo Conti fue acusado por los indios de Jesús de Machaqa de repartir mulas en toda la provincia de La Paz.


    Por otra parte, debemos señalar el bajón del cacicazgo aimara. Como los caciques aimaras no apoyaron la rebelión indígena liderizada por Tupac Katari, continuaron con el cargo, pero perdieron su fuerza política sobre los indios. En otras palabras, como efecto de las rebeliones indígenas de 1780-1781, el cacicazgo entró en decadencia con la prohibición de «declaraciones de nobleza a los indios de cualquiera clase» (Koneyzke, 1962, II, p. 482). De esa manera, los caciques aimaras eran considerados como simples cobradores de tributos; aunque se titulaban como tales, ya no eran gobernadores. En algunas comunidades desde antes de las rebeliones indígenas empezaron a surgir varias cacicas. También aparecen en algunas comunidades caciques mestizos y hay denuncias de los indios contra los caciques sin ascendencia cacical.


    Por su parte, los tributarios en este periodo han entrado en una nueva etapa de su historia de lucha y resistencia. Además, con motivo de las rebeliones pasadas, los indios tributarios fueron obligados a mudar su vestimenta autóctona por la europea. Por otra parte, hubo disposiciones para que ellos tuviesen una educación a través de las escuelas de Artes y Oficios y recibiesen especialmente la enseñanza de la lectura y escritura en el idioma castellano (Choque Canqui, 1973).


    Los aimaras en las guerras de la independencia


    La crisis de la Corona de España, precipitada por la invasión francesa de la península Ibérica, suscitó los movimientos libertarios en sus Indias o América. En el mundo andino se produjeron los movimientos libertarios, especialmente en las ciudades del Cusco, La Paz y La Plata. Las luchas independentistas empezaron con los movimientos libertarios del 25 de mayo de 1809 en Chuquisaca y 16 de julio de ese mismo año en La Paz.


    Aunque estos movimientos, al principio, parecían reducirse a la simple protesta contra la ocupación de las fuerzas francesas de la península Ibérica y el cautiverio de Fernando VII, estaban cargados de protestas contra el mal gobierno de las autoridades locales. La revolución paceña de julio de 1809 se definió por un gobierno de una Junta Tuitiva; con ello los revolucionarios encauzaron sus acciones hacia el independentismo de la Corona de España, aunque el caudillo de la revolución, Pedro Domingo Murillo, posteriormente negó esa pretensión ante las autoridades reales.


    Evidentemente, la revolución tuvo el apoyo de casi todos los sectores populares, menos el de la población indígena aimara sometida al sistema colonial, de manera que la participación indígena se reducía a dos caciques de las parroquias de La Paz. El mestizo indígena de la Junta Tuitiva, Manuel Cáceres, trató de atraer a los demás caciques del altiplano, especialmente al de Jesús de Machaqa, Diego Fernández Guarachi, a dar su apoyo a la revolución o dejar el cargo en caso de desacuerdo.


    Al poco tiempo, la revolución entró en una etapa de contradicciones y controversias entre los revolucionarios, hasta el punto de producirse enfrentamientos armados entre los dos grupos en pugna por el control de la revolución. Mientras tanto, las fuerzas realistas, comandadas por el general José Manuel Goyeneche, se acercaban a La Paz para sofocar la revolución. Aunque al principio los revolucionarios trataron de ofrecer resistencia, pronto fueron derrotados y apresados para ser sometidos al proceso judicial. Los principales fueron llevados al cadalso en 1810, entre ellos el jefe de la revolución, Pedro Domingo Murillo.


    Pero los movimientos revolucionarios independentistas no cesaron, más bien tendían a multiplicarse. En abril del año 1810, el pueblo de Toledo se decidió por un movimiento de revolución más organizado, a cuya cabeza estaban el cacique Titichoca, Andrés Jiménez de León y Manco Cápac, Carlos Colque, Pedro Rivera y Santos Colque (Arze, 1979, p. 126). Estos caudillos, alentados por los resultados favorables en los sucesos revolucionarios de Buenos Aires, se congregaron secretamente en la ciudad de La Plata y acordaron preparar el terreno para el arribo de los auxilios argentinos con el refuerzo de la gente indígena, «hasta diez mil personas». Entre tanto, redactaron un documento de doce puntos que contenía disposiciones revolucionarias a favor de la masa indígena, como serían: la suspensión del pago de tributos, la supresión de la mit’a en Potosí, la supresión del pago de alcabalas, quitar «todos los ladrocinios de los curas», quitar «los subdelegados», quitar «los caciques», repartición de «los bienes de los ladrones chapetones» y «de los criollos traidores», suspensión del cobro que se hacía a los indios por pleitos y procesos, prohibición de ocupar a los indios sin pagarles sus jornales, etcétera (Arze, 1979, pp. 127-128).


    Evidentemente estos planteamientos sorprendieron a las autoridades reales, a los mismos criollos revolucionarios y seguramente a la elite indígena (caciques). Una vez vueltos Manco Cápac y Titichoca de la ciudad de La Plata a Oruro, los indígenas de Toledo se rebelaron contra las autoridades reales. En poco tiempo hicieron lo propio los de las comunidades de Paria y Karanka. Entretanto, fueron difundiéndose las disposiciones aprobadas en La Plata, y entonces «por todas partes corrió la voz de que los indios no habían de pagar más tributos a la Corona de España». Además, acordaron ocupar por la fuerza la Villa de Oruro para finales de 1810.


    Sin embargo, tal intento fue frustrado por una fuerza de 300 soldados al mando de Francisco del Rivero, Esteban Arze y Melchor Guzmán Quitón; contingente que ingresó a Oruro para sofocar la rebelión (Arze, 1979, p. 132). Al año siguiente (1811), Manuel de Cáceres, una vez liberado de su prisión en la ciudad de La Plata, encabezó la movilización indígena (aimara y quechua) en apoyo al ejército auxiliar argentino. Posteriormente, después de la derrota del referido ejército auxiliar frente al de Goyeneche en Guaqui, las fuerzas indígenas acaudilladas por Manuel de Cáceres se alzaron contra los realistas, especialmente en los pueblos de Ayo Ayo y Qalamarka. Después, el 29 de junio de ese año irrumpieron sobre la ciudad de La Paz dando muerte al gobernador interino Diego Quintín Fernández Dávila. Poco más tarde, el movimiento indígena de Larikaja, Umasuyu y Sikasika, asedió la ciudad de La Paz. Hasta fines de ese año, la ciudad vivía los momentos más críticos, como en los tiempos de Tupac Katari, aunque, mientras tanto, las fuerzas realistas habían logrado controlar algunos lugares estratégicos.


    En el Alto Perú existieron seis republiquetas de guerrillas. Según Arnade, «las seis republiquetas fueron incrustadas entre Charcas y las tierras vecinas, y entre las seis más importantes ciudades»: Potosí, La Plata, Oruro, La Paz, Cochabamba y Santa Cruz (1972, p. 47). En la zona aimara, en las cercanías del lago Titicaca, operaba el sacerdote Ildefonso de las Muñecas, obstruyendo las comunicaciones entre el Alto Perú y el Bajo Perú. En el centro de la región montañosa (entre La Paz, Oruro y Cochabamba) estaba la republiqueta guerrillera de Ayopaya. Ésta fue la más importante y perduró durante los quince años de la Independencia. Los guerrilleros de Ayopaya, en su mayoría aimaras, mestizos y algunos criollos, se movían entre las pequeñas poblaciones de Palca, Machaca e Inquisivi, las cuales fueron el núcleo de la república guerrillera. Los aimaras participaron en esta guerrilla en todas las acciones de lucha, ya sea como soldados, sirviendo de guías o proporcionando víveres a los guerrilleros. Muchas veces fueron víctimas de los mismos guerrilleros por cualquier sospecha.


    Los aimaras en la República


    Los aimaras, al igual que los demás indígenas, han sido marginados de los derechos civiles y políticos de la nueva República de Bolivia, fundada el 6 de agosto de 1825 en homenaje a la batalla de Junín. Ni los criollos patriotas ni los guerrilleros pensaron en la emancipación del indígena.


    Los aimaras que pasaron de la colonia a una nueva etapa histórica republicana, seguramente sintieron los primeros efectos de los cambios políticos. Tuvieron que acostumbrarse a las nuevas autoridades políticas: en vez del subdelegado, el subprefecto, y en vez del intendente gobernador, el prefecto. En cada cantón (antes repartimiento) aparece nuevamente la figura del corregidor como una autoridad ligada directamente a las comunidades indígenas. En esos momentos mucha gente aimara podía recordar todavía la mala imagen que tenía el corregidor antes del régimen de las intendencias, por el abuso de los repartos de mercancías que ocasionaron las sublevaciones indígenas de 1780-1781.


    Por otra parte, el nuevo gobierno republicano abolió el cacicazgo y sólo quedó vigente el jilaqata del ayllu. La desaparición del cacique, en esos momentos, sólo se justificaba porque su función estaba sumamente deteriorada por haber estado ligada a los intereses de la Corona de España. Desaparecido el cacique, la nueva autoridad política local (corregidor) tenía poder sobre las comunidades indígenas. Como consecuencia de ello, los jilaqata fueron atados totalmente a la autoridad del corregidor y muchas veces eran víctimas de éste. Además, el indígena ya no tenía el protector, como en el coloniaje, que lo defendiese contra los abusos de los patrones y de las autoridades de la nueva república. En este sentido, los derechos civiles del indígena, a nivel local, estaban restringidos al capricho de los corregidores y prácticamente fueron marginados de los derechos políticos.


    A pesar de la ley dictatorial de Bolívar, que favorecía la parcelación de tierras comunitarias, el sistema de comunidad aimara se respetaba todavía hasta 1866. Pero, por otra parte, a pesar de la abolición del pago de tributo indigenal por Bolívar, este impuesto continuó sin alteración a favor del tesoro nacional de Bolivia. Incluso, al principio, la contribución indigenal era el rubro más importante del presupuesto nacional, pero en 1926 fue considerado por los enemigos de la vigencia del sistema comunitario indígena como «un impuesto insignificante» (De los Títulos, 1925).


    En el lapso de cuarenta y tres años (1825 y 1866), los ayllus o comunidades indígenas, que pasaron de la colonia a la República, no sufrieron ninguna alteración de importancia en cuanto a su sistema de organización socioeconómica y cultural. Es decir, el indígena aimara, a pesar de estar marginado de todos los beneficios del Estado boliviano, contribuía sagradamente con su tributo para el tesoro, pero el Estado en cambio nada le daba. Para los gamonales, el indígena en Bolivia sólo servía por sus tributos y su mano de obra gratuita. Entonces, su conservación dependía de las decisiones políticas del grupo gobernante. Incluso, algunos intelectuales esperaban su exterminio como se procedía en uno los países vecinos.


    Está comprobado que tres partes de la propiedad territorial de Bolivia estaba en manos de los comunarios indígenas. Entonces, para los interesados en las tierras de comunidad era cuestión de crear las condiciones necesarias para apoderarse de esta propiedad, a través de las discusiones sobre el «problema del indio». Desde luego, el problema del indio no solamente era la tenencia de la tierra, sino también lo social y cultural. Es cierto, la mano de obra indígena era indispensable para el gamonal e incluso para quienes dirigían los destinos del Estado boliviano, es decir: el indio debía servir como mano de obra para el Estado y para el propietario de una hacienda.


    Frente a esta realidad, el ataque a las comunidades consistía en buscar algún pretexto sobre la tenencia de la tierra y para ello tenía que inventarse algún motivo preciso para ponerla en subasta pública, como ocurrió con Melgarejo, mediante un Decreto del 20 de marzo de 1866. La justificación estaba planteada desde antes de ese decreto por J. V. Dorado. Éste, en 1864, sostuvo que era necesario


    


    arrancar estos terrenos de manos del indígena ignorante, o atrasado, sin medios, capacidad o voluntad para cultivar, y pasarlos a la mano emprendedora, activa e inteligente raza blanca, ávida de propiedades; es efectivamente la concesión más saludable en el orden social y económico de Bolivia. Desvincularla, pues, de las manos muertas del indígena es volverla a su condición útil, productora y benéfica a la humanidad entera, convertirla en el instrumento adecuado a los fines de la Providencia (Rivera, 1984, p. 26).


    


    Desde luego, sólo desde las esferas gubernamentales ello podía conseguirse. Vale decir, que los grupos ambiciosos de tierras comunitarias no esperaron mucho tiempo; tuvieron a Melgarejo y posteriormente a la Ley de 1874 para concretar sus aspiraciones.


    La lucha indígena, más que toda la aimara, no se dejó vencer por el amedrentamiento de las medidas gubernamentales, sino que se concretó en la sublevación en algunas comunidades en los años 1869, 1870 y 1871 contra las fuerzas represivas del Gobierno de Melgarejo, con grandes pérdidas humanas y de bienes. Esos enfrentamientos se produjeron especialmente en las comunidades aimaras de San Pedro de Tikina, Taraqu, Janquraymi y Waychu (Condarco, 1966, pp. 42-44). Sus luchas impactaron incluso a algunos políticos opositores al Gobierno de Melgarejo. Entonces, durante el derrocamiento de Melgarejo, las masas aimaras tuvieron alguna oportunidad de levantarse, para no dejar salir a éste del país en caso de que tratara de escapar.


    La minoría llamada «raza blanca», que consistía en partidarios y opositores de Melgarejo, logró conseguir cuatro años después de su derrocamiento la promulgación de la Ley de Ex-vinculación de comunidades indígenas de 1874. Con ella tenían suficientes pretextos para usurpar las tierras comunitarias. Contra la aplicación de esta ley hubo resistencia en todas las comunidades aimaras y las autoridades de la revisita quedaron vencidas al aceptar la titulación en lo pro indiviso. En 1895 se sublevan los comunarios de Tiwanaku, Waychu, Desaguadero y Qalamarka. En el año siguiente (1896) siguieron sublevados los comunarios de Qalamarka, los de Pukarani incluso incendiaron la propiedad de Isaac Tamayo, los de Qullana y Qulqincha pelearon entre sí. Por otra parte, también se levantaron los comunarios de Sikasika y Viacha (Condarco, 1966).


    Debido a la inaplicabilidad de la ley de 1874, el Gobierno tuvo que promulgar una ley rectificatoria, el 13 de noviembre de 1883, la misma que estableció


    


    que los terrenos de origen en la época del coloniaje mediante cédulas de composición conferidas por los visitadores de tierras son de propiedad de sus poseedores, quedando por consiguiente excluidos de la revisita coartados por las leyes de 5 de octubre de 1874 y de 1.º de octubre de 1880 (Archivo de La Paz, 1916).


    


    De esta manera, los indígenas lograron algún triunfo, en defensa del sistema comunitario, para todas aquellas comunidades de origen que poseían el título de Composición de tierras por la Corona de España. Pero, en esos momentos, no todas las comunidades originarias conservaban sus títulos coloniales, y para conseguir esos documentos, los apoderados o el cacique tuvieron que desplazarse hacia los Archivos de Bolivia, de Lima y Buenos Aires.


    En 1899 se produjo un levantamiento político-militar en La Paz contra el Gobierno del Partido Constitucional de Fernández Alonso. Este levantamiento se conoce como la Revolución federal. En esta revolución participaron los comunarios aimaras de los departamentos de La Paz y de Oruro en apoyo a José Manuel Pando, cabecilla del levantamiento. Uno de los líderes aimaras que participó en esta contienda fue el renombrado indígena Pablo Zárate Willka. Sin duda, la participación indígena aimara fue decisiva para el triunfo de la Revolución federal. Pero, durante el desarrollo de las fuerzas de Pando y de Alonso, las masas indígenas se dieron cuenta que debían adoptar su propia posición contra los q’aras de los dos bandos enfrentados: liberales y conservadores. Entonces, en Peñas de Oruro se organizó un gobierno indígena encabezado por Juan Lero, cacique de Peñas y Tapakarí. Sin duda, después de la derrota de Zárate Willka, la experiencia indígena adquirida en la Revolución federal hubo de servir para posteriores levantamientos.


    Después de la Revolución federal de 1899 las luchas indígenas se intensificaron. A partir de la primera década del presente siglo, estas luchas eran encabezadas por los caciques apoderados y se dirigían contra los usurpadores de tierras comunitarias y las autoridades y vecinos de pueblos de provincia. La lucha no solamente era por la defensa de comunidades, sino también por el derecho a la educación. Por otra parte, el reclamo de los derechos civiles y políticos fue evidente por parte de los caciques apoderados. Incluso, los caciques ofrecieron su gobierno para defender y garantizar la vigencia del sistema de comunidades. Mientras tanto, el apoderado y profesor indígena Eduardo Leandro Nina Quispe, junto a un grupo de preceptores indígenas, creó la Sociedad República del Qullasuyu para llevar adelante la educación indigenal y el amparo de las tierras comunales de la República de Bolivia.


    Las luchas no sólo eran encabezadas por los caciques y por los profesores indígenas, sino también por las bases. En 1921, Faustino y Marcelino Llanqui (padre e hijo), el primero cacique y el segundo preceptor ambulante, sublevaron a los comunarios de Jesús de Machaqa contra la tiranía del corregidor de ese pueblo. Antes y después de la sublevación de Jesús de Machaqa, hubo muchas sublevaciones indígenas en diferentes comunidades aimaras. Luego, vino la guerra del Chaco. Muchos aimaras y quechuas fueron llevados a ella y allí aconteció el último encuentro forzado entre aimaras y quechuas.


    Después de la guerra del Chaco, los aimaras, al igual que otros, seguían soportando el peso de la explotación de sus patrones, sometidos al sistema de pongueaje, cuyo origen se remonta a la Colonia. A pesar de la disminución potencial del movimiento cacical, la lucha contra los gamonales o latifundistas se intensificó durante los gobiernos de posguerra y, con la abolición del pongueaje en 1945, los colonos de las haciendas precipitaron los acontecimientos con medidas de hecho contra sus patrones. Hubo saqueos y asaltos a las haciendas en algunas provincias en contacto con el movimiento obrero. Evidentemente, con el decreto de abolición del pongueaje, muchos colonos no solamente empezaron a cortar el servicio de pongo, sino que también dejaron de trabajar las tierras y de cuidar el ganado de la hacienda. Después de la caída de Villarroel, los patrones y los mayordomos de haciendas trataron de reprimir el movimiento reivindicativo de sus colonos.


    Los aimaras después de la reforma agraria


    La revolución del 9 de abril de 1952 fue el factor decisivo para el cambio socioeconómico y cultural del país. El Gobierno del Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), en aras de la bandera de la revolución, decretó tres reformas claves: reforma educativa, reforma agraria y reforma electoral (voto universal). La reforma educativa, complementada con la reforma agraria, evidentemente aceleró la escolarización de las comunidades aimaras con la instalación de escuelas a cargo del Estado. La educación rural, en base a las experiencias del profesor Elizardo Pérez, se orientó inevitablemente hacia el cambio de la alineación sociocultural que causó el fenómeno de migración de la juventud campesina hacia los centros urbanos. Por su parte, la reforma agraria dio un fenómeno de minifundización de tierras y el acaparamiento de éstas en el oriente por gente rica. Si bien con la reforma agraria se consolidó la abolición de la servidumbre gratuita del pongo y muchas haciendas declaradas de latifundio se convirtieron en comunidades parcelarias, la reforma aún no ha llegado a algunos lugares del país, donde subsiste la servidumbre.


    Durante la primera presidencia de Víctor Paz Estenssoro y Hernán Siles Zuazo, los aimaras estaban sometidos a la sindicalización y la organización de milicias campesinas en apoyo a la Revolución nacional. Desde luego, las milicias campesinas se movilizaban cada 9 de abril hacia la ciudad de La Paz para celebrar el aniversario de la Revolución nacional.


    En ese lapso, hubo movimientos de liderazgo en el campesinado aimara, más que todo estimulado por el sindicalismo. Entonces, surgieron las pugnas entre los dirigentes por ocupar los puestos clave en el movimiento y éstos han sido fomentados generalmente por los políticos del Movimiento Nacionalista Revolucionario de tendencias divergentes. Así, durante el primer año de la presidencia de Hernán Siles Zuazo se produjo la instalación de un Gobierno de la República Aimara en Puerto Acosta. Posteriormente, los aimaras de Achacachi, encabezados por Toribio Salas y Paulino Quispe, se rebelaron contra el intruso Vicente Alvarez Plata y lo asesinaron el 15 de noviembre de 1959 en el camino de Sorata a Achacachi. Antes de este hecho, en Achacachi estaba centrado el movimiento de resistencia al nuevo ministro de Asuntos Campesinos, Alvarez Plata, en apoyo a la designación de José Rojas (dirigente sindical de Ucureña de Cochabamba). Sin duda, hasta ese momento, el movimiento campesino aimara estaba ligado al MNR por los factores políticos de la Revolución nacional y de la reforma agraria, que estaba en su proceso de ejecución. Eso no quiere decir que algunos dirigentes no estuvieran influidos por algunos partidos políticos de izquierda, pero no se dejaba sentir su influencia en las bases.


    Después de la caída de Víctor Paz Estenssoro, sucedieron los Gobiernos militares de Barrientos, Ovando, Tórrez y Banzer. El general René Barrientos Ortuño siguió los lineamientos de la Revolución nacional, respetando el proceso de la reforma agraria. En cuanto al movimiento sindical campesino aimara, lo utilizó para contrarrestar la ofensiva obrera de las minas. Además, recurrió al Pacto Militar Campesino. En su periodo presidencial dispuso la aplicación del «impuesto único agropecuario» a los campesinos y como consecuencia de ello se produjo la división en el agro: los dirigentes adictos al Gobierno aceptaron ese pago, mientras que otros lo rechazaron. Luego, los campesinos disidentes se organizaron en un frente denominado Bloque Independiente Campesino y se afiliaron a la Central Obrera Boliviana. En cuanto a la educación rural, en las comunidades aimaras prosiguió la intensificación en la construcción de escuelas y formación de recursos humanos para la docencia rural.







